En la ciudad de Mar del Plata, a los 7 días del mes de junio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2387-MP2 “CASTELLANOS, ENRIQUE FRANCISCO c. PODER EJECUTIVO s. PRETENSIÓN INDEMNIZATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial Mar del Plata dictó sentencia, acogiendo parcialmente la demanda promovida por el Señor Enrique Francisco Castellanos y, en consecuencia, condenó a la demandada –Provincia de Buenos Aires- a abonarle la suma de PESOS SEIS MIL ($ 6.000,00), comprensiva del daño moral causado en virtud de los reclamos reiterados e injustificados efectuados por el órgano de recaudación respecto de deudas tributarias que se encontraban canceladas, ello con más los intereses de acuerdo a la tasa que abone el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, desde el día 26-11-2007 y hasta el momento de su efectivo pago. Señaló que dicho pago debería hacerse efectivo dentro del plazo de sesenta (60) días, computado desde que adquiriera firmeza la liquidación a practicarse en cumplimiento del fallo.
Distribuyó las costas del proceso en el orden causado (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.) y difirió la regulación de honorarios para su oportunidad (fs. 249/260, sent. del 25-6-2010).

II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto a fs. 263/268 por la accionada (cfr. res. de fs. 277/278; 22-3-2011) y puestos los Autos al Acuerdo para Sentencia (cfr. fs. 278, apartado 2°), corresponde plantear la siguiente:
CUESTION

¿Es fundado el recurso?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I. En lo que aquí interesa, el a quo acogió parcialmente la demanda promovida por Enrique Castellanos (contribuyente del Fisco provincial) y, en consecuencia, condenó a la demandada –Provincia de Buenos Aires- a abonarle la suma de pesos seis mil ($ 6.000,00), comprensiva del daño moral padecido a raíz de los reclamos reiterados e injustificados efectuados por el órgano de recaudación respecto de deudas tributarias que se encontraban canceladas.
Para así decidir precisó en primer orden que el servicio administrativo involucrado en la litis lo era la recaudación tributaria entendida en términos amplios, en el sentido que comprendía a la representación procesal de la Provincia de Buenos Aires en el cobro de créditos fiscales, conferida legalmente a la Fiscalía de Estado (art. 155 Const. Pcial.; dec. ley 7543/69).

Subrayó que la accionada había reconocido expresamente -en su escrito de responde- las disfuncionalidades habidas en la concreción de dicho servicio, en tanto había expedido títulos ejecutivos contra el aquí actor que, motorizados en sede judicial por la Fiscalía de Estado, fueron directamente rechazados por defectuosos, en sentencias de primera instancia consentidas por el Fisco. Ante tal devenir –añadió- resultaba menester imponer al organismo de aplicación tributaria de las novedades judiciales, para actualizar sus registros y asumir la conducta debida, en consonancia con lo actuado por la jurisdicción.
Manifestó que allí residía la irregular prestación del servicio, dado que la mentada comunicación nunca había sido cursada, lo que hizo que el Fisco provincial siguiera actuando –administrativamente- como si aún hubiera una causa judicial en trámite e, incluso, en algunos supuestos, como si en esa causa hubiere resultado vencedor y no vencido. Concluyó así que, en el sub lite, no se hallaba controvertida la falta de servicio en cabeza de la autoridad, en tanto que la demandada –tras reconocer dicho hito (fs. 119)- había centralizado su defensa en la inexistencia del daño, allende los errores del Fisco.

Seguidamente, refirió que dicha conducta omisiva debía ser imputada a la Fiscalía de Estado (Provincia de Bs. As.), pues era quien había actuado en todo momento, dando lugar –con su abstención- a que tanto la Dirección General de Rentas –antaño- como su sucesora A.R.B.A. –hogaño- cursaran las erradas intimaciones de las que se agraviaba el actor.

Abordando lo atinente al daño moral, consideró que aquel debía ser materia de prueba, pues si bien en algunos supuestos excepcionales se admitía su configuración in re ipsa, la procedencia del mentado rubro –en casos como el de marras- se encontraba ligada a la suficiente alegación del menoscabo que formulara el reclamante.

Con tal norte se abocó al examen del material probatorio obrante en la causa, valorando que si bien los formularios acompañados por el actor (de donde surgían las intimaciones de pago) habían sido desconocidos por la accionada (en tanto no revestían el carácter de “instrumentos públicos”), dichas actuaciones administrativas –no obstante- podían ser tenidas como “documentos públicos”, categoría que si bien no se asimilaba plenamente a la primera, gozaba igualmente de presunción de legitimidad, exigiendo la producción de prueba que desvirtuara su existencia, pues a su respecto no bastaba la mera negativa. Teniendo en cuenta entonces que la contraria no había ofrecido la mentada prueba, tuvo por auténticos los documentos anejados por el actor.

Cotejando tales documentos, se refirió en primer orden al Título Ejecutivo N° 42.036, cuyo cobro judicial tramitó en el expediente “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c. Castellanos, Enrique Francisco s. Apremio”, radicado ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 13 del Depto. Judicial Mar del Plata. Reseñó que dicho pleito concluyó con la sentencia de fecha 10-5-1999, en la que el magistrado acogió la excepción de plazo concedido interpuesta por el contribuyente, pronunciamiento que fue consentido por el erario provincial.

Manifestó, no obstante, que en autos se había acreditado que –entre los años 2005 y 2008- le habían sido cursadas al actor cuatro intimaciones (en febrero de 2005, septiembre de 2007, octubre de 2007 y abril de 2008), reclamándole en forma ilegítima por aquel título ejecutivo que había sido rechazado por la Justicia varios años antes. Puso de resalto, para más, el contenido de la intimación cursada con fecha 2-10-2007, por medio de la cual -apartándose de la realidad- se anotició al actor de que se había dictado sentencia favorable al Fisco Provincial respecto del juicio N° 525.486 –correspondiente al título ejecutivo N° 42.036-, falseando así lo acontecido en grado verdaderamente inconcebible.
En cuanto al título ejecutivo N° 76.247, recordó que su cobro compulsivo había discurrido en los autos caratulados “Fisco de la Provincia de Bs. As. c. Castellanos, E. Francisco s. Apremio” (Expte. N° 8.633), radicados ante el Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial N° 8 del Departamento Judicial Mar del Plata, donde con fecha 13-2-2004 se dictó sentencia interlocutoria –consentida por el Fisco-, acogiendo la excepción impetrada y rechazando la ejecución con costas a la parte actora.
Puntualizó que, a pesar de ello, el contribuyente fue intimado de pago por el mismo título –con diversos niveles de agresividad- en siete oportunidades (entre los años 2006 y 2008). Hizo hincapié, asimismo, en el hecho de que el actor había puesto en conocimiento de la demandada (mediante carta documento de fecha 5-12-2006) la finalización con sentencia a su favor del juicio de apremio por título ejecutivo N° 76.247 (fs. 26), siendo ello inadvertido por la Administración.

Y teniendo en cuenta que las reiteradas intimaciones cursadas al actor por ambos títulos eran de fecha posterior a las fechas de las resoluciones judiciales favorables para su parte (fs. 6/7, 29 y 31/32; 28 y 30) –e inclusive posteriores al inicio de esta causa (fs. 54, 95/98 y 100/103)-, concluyó que tal circunstancia sin dudas podía causar al contribuyente cumplidor –sin ser éste demasiado sensible- afecciones y sinsabores en sus sentimientos.

A mayor abundamiento, manifestó que la falta de servicio de la Fiscalía de Estado bien podía haber sido detectada por su parte sin mayor dificultad, situación que –a su juicio- agudiza la conducta reprochable de la Administración. Valoró, en tal orden de ideas, que los movimientos de los expedientes judiciales se encontraban debidamente registrados en el sistema informático de la accionada (incluyendo las fechas del dictado de las sentencias), más allá que recién en fecha 10-4-2008 (con posterioridad al inicio de estos autos) fue cargado un “enigmático” movimiento “demanda rechazada” (conf. expte. adm. N° 5100-29055/2008 y fs. 190 del juicio N° 525486 -correspondiente al título ejecutivo N° 42.036- y fs. 196 del juicio N° 540.640 –correspondiente al título ejecutivo N° 76.247-).
Por otro lado, tuvo por efectivamente acreditado el daño moral sufrido por el accionante, en base a las declaraciones testimoniales del Sr. Juan Carlos Castillo (fs. 222/223) y Gustavo Demateys (fs. 224/225), de las que –según añadió- se desprende que el Señor Enrique Castellanos es una persona cumplidora de sus obligaciones, respetada en su ámbito y que las notificaciones intimidatorias cursadas por la demandada le causaron dolencias o graves molestias en su honra y prestigio (conf. art. 384 del C.P.C.C.).
Dijo que ambos testigos desplegaban su actividad laboral en el mismo inmueble donde habitaba el actor, en el que además se erige un edificio de departamentos con único buzón para la recepción de las cartas de los vecinos. Remarcó que los dos testigos destacaron que en diversas oportunidades recibieron personalmente comunicaciones del organismo tributario –dirigidas al actor-, al tiempo que coincidieron en afirmar la reacción adversa que en el espíritu del Sr. Castellanos producían aquellas misivas.

En suma, concluyó que la conducta grave e irregular de la Administración no podía ser dispensada, en tanto resultaba notorio que se había instigado reiteradamente al contribuyente –quien nada debía al Fisco provincial-, bajo diversas formas de intimidación y presión, lo que indudablemente perturbaba el ánimo de un sujeto cumplidor, en un grado que ningún ciudadano de bien estaba obligado a tolerar.

II. La accionada apela el pronunciamiento a fs. 263/268.

Niega en primer término que su parte haya reconocido la falta de servicio que juez a quo imputó a la Administración. Aunque admite que el informe acompañado a los autos da cuenta de la falta de comunicación al A.R.B.A. sobre el resultado y archivo de los juicios de apremio, sostiene que tal omisión carece de entidad suficiente como para configurar una falta de servicio en la recaudación tributaria, capaz de justificar un reclamo resarcitorio como el pretendido en el sub lite.
Argumenta que su parte no ha actuado sino en ejercicio de facultades legítimas, máxime si se tiene presente que en los avisos de deuda remitidos al contribuyente se consigna la siguiente leyenda: “si usted ha abonado esta deuda, disculpe las molestias y no considere este mensaje”.

Expresa, tras efectuar consideraciones teóricas sobre el punto, que no fue debidamente acreditado el daño moral en alegado por el accionante, dado que el error administrativo fue subsanado rápidamente y no fue más que una mera molestia o disgusto propio de la vida cotidiana, que todo individuo debe tolerar por el hecho de vivir en sociedad.

Aduce, para más, que las intimaciones cursadas tampoco han tenido publicidad como para afectar el honor del actor, en la medida considerada por el iudicante.

Por último, se agravia del monto indemnizatorio fijado por el magistrado, al considerarlo injustificado y carente de sustento probatorio.
Cita jurisprudencia y solicita la revocación del fallo impugnado, por considerarlo desajustado a derecho.

III. El accionante replica el memorial en traslado a fs. 272.

Defiende el criterio del juzgador, en cuanto consideró que la accionada había reconocido su obrar irregular. Amén de lo expuesto, arguye que la ilegitimidad sindicada surge prístina de las constancias de autos, más si se aprecia que la autoridad tardó nueve (9) años en cargar en sus sistemas informáticos el resultado de los juicios de apremio iniciados en su contra.
En cuanto a la valoración de la prueba efectuada por el magistrado, postula que el apelante ha faltado a su deber de formular una crítica concreta y razonada, puesto que en vez de verter agravios en derredor a la prueba testimonial tenida en cuenta en el fallo, se ha limitado a discrepar vagamente con el razonamiento allí expuesto, manifestando que en el caso no ha existido daño resarcible.

Solicita así que se rechace la apelación de la contraria y que, en consecuencia, la sentencia de grado sea confirmada en todas sus partes.
IV. El recurso no merece acogida.
1. Tal como quedaron planteadas las posiciones de los adversarios, tres son las cuestiones a decidir por este Tribunal de apelación: i) si la omisión de la Fiscalía de Estado en comunicar al organismo de recaudación fiscal el resultado de los juicios de apremio seguidos contra el actor constituyó –o no- una falta de servicio susceptible de comprometer la responsabilidad patrimonial de la Provincia de Buenos Aires; ii) si producto de las sucesivas intimaciones cursadas por el Fisco –como consecuencia de dicha irregularidad-, el contribuyente experimentó efectivamente una aflicción sentimental capaz de ser resarcida en términos de daño moral; iii) de mediar respuesta afirmativa al interrogante anterior, si el quantum indemnizatorio fijado en el fallo de grado por dicho concepto ha sido excesivo o si, por el contrario, deviene ajustado a derecho.
2. En cuanto al primer eje de la discusión, el apelante no desconoce el hito desencadenante de los disvaliosos sucesos que fueran invocados en la pretensión liminar (fs. 33/40), es decir, la omisión de la Fiscalía de Estado –representante en juicio del Tesoro provincial (conf. art. 155 Const. local)- en comunicar al organismo de recaudación tributaria el resultado de los dos (2) procesos de apremio seguidos contra el actor, en los que recayera sentencia favorable al contribuyente, al decretarse el rechazo de sendas pretensiones de cobro fiscal. Tales pronunciamientos, consentidos por la autoridad, datan del 13-8-1999 (respecto del título ejecutivo N° 42.036) y del 13-2-2004 (título ejecutivo N° 76.247) respectivamente (conf. exp. judiciales N° 7732 y N° 8633, que en este acto tengo a la vista).

Tampoco controvierte que, a raíz de aquella deficiencia del órgano constitucional, la autoridad tributaria provincial  (otrora Dirección Provincial de Rentas, ora Agencia de Recaudación de la Provincia de Bs. As.) continuó actuando administrativamente como si aún hubiera causas judiciales en trámite, remitiendo sistemáticamente una serie de intimaciones extrajudiciales al actor (entre los años 2005 y 2008), por las que le reclamó en forma indebida los conceptos tributarios que ya habían sido objeto de debate en aquellas contiendas, en las que –reitero- la jurisdicción concluyó con autoridad de cosa juzgada que el Sr. Castellanos nada debía al Fisco Provincial.
En cambio, se disconforma con el modo en que el magistrado valorara aquellos antecedentes, en tanto sostiene que dicha disfuncionalidad interadministrativa mal podría ser concebida como una falta de servicio, con fuerza tal de comprometer su responsabilidad patrimonial.
A mi criterio, se equivoca el ponente al proclamar con tanta ligereza que su actitud descuidada no haya constituído en la especie una deficiente prestación de lo que -en sentido lato- podría denominarse servicio o función estadual de recaudación tributaria, desde que la realidad del expediente evidencia, precisamente, todo lo contrario. En efecto, producto de la desinteligencia apuntada –no imputable al actor o al obrar de un sujeto extraño a la Administración- el contribuyente fue ilegítimamente conminado por la autoridad en sucesivas oportunidades (conf. fs. 6/7, 25, 27/32 y 54) y con distintos niveles de agresividad al pago de una obligación impositiva no debida, valiéndose en algunos casos de leyendas falaces, cuasi extorsivas, como que en uno de los referenciados procesos de ejecución se había dictado sentencia favorable al Fisco Provincial (cfr. fs. 31). Tal estado de cosas, exclusivamente debido a la falta de comunicación entre dos de los eslabones de la cadena de recaudación, se prolongó innecesariamente durante varios años, aun cuando el afectado diligente –en diciembre de 2006- había remitido carta documento a la entonces Dirección Provincial de Rentas, solicitando el cese de las misivas intimidatorias (fs. 16).
Sabido es que la percepción de la renta pública constituye una de las funciones más importantes que reside en cabeza de la autoridad, pues ella hace al cumplimiento de la política económica del Estado, necesaria para atender los intereses de la comunidad (arg. doct. S.C.B.A. en las causas Ac. 72.681 “Administración Federal de Ingresos Públicos, sent. del 30-VIII-2006; C. 91.083 “Agro Avenida de Berardi”, sent. del 13-VIII-2008). Así, la delicada función del impuesto justifica que los ordenamientos consagren en favor del Fisco un generoso repertorio de herramientas para perseguir su cobro, incluso mecanismos coercitivos, tendientes a lograr su satisfacción oportuna (arg. doct. S.C.B.A. causas Ac. 72.785 “Gutiérrez”, sent. de 13-III-2002; C. 99.854 “Haras San Pablo Club de Campo”, sent. del 7-X-2009). Mas dicha trascendental misión no podría servir de pretexto para tornar impune el obrar del Estado, cuando en su ejecución los órganos competentes acometan irregularidades en desmedro de los administrados, generando perjuicios que –como el Sr. E. Castellanos- ningún contribuyente está obligado a soportar.
En tal orden de pensamiento, exigir reiteradamente el pago de acreencias tributarias inexistentes, producto de la desorganización burocrática del propio sistema de recaudación, constituye una de aquellas conductas pasibles de ser aprehendidas por la noción de falta de servicio, al dar cuenta del ejercicio anormal y defectuoso de la señalada función estatal.
Es del caso recordar que quien contrae la obligación de prestar un servicio debe hacerlo en condiciones adecuadas para llenar el fin en función del cual ha sido establecido, siendo responsable de los perjuicios que causare por su incumplimiento o ejecución irregular. Ello pone en juego la responsabilidad extracontractual del Estado, que se compromete en forma directa, toda vez que la actividad de sus órganos realizada para el desenvolvimiento de sus fines ha de ser considerada propia de aquél, haciéndolo responsable de modo principal y directo por las consecuencias dañosas que son causadas por sus comportamientos, sean activos u omisivos (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 185:5; 320:1571 entre tantos otros; doct. S.C.B.A. causas Ac. 83.161 “B., M.”, sent. del 9-XII-2004; 94.457 “García”, sent. del 3-V-2006; Ac. 79.822 “M., B.”, sent. del 26-IX-2007; arg. doct. esta Cámara causa R-361-MP1 “Sosa”, sent. del 23-IX-2008). Juzgo, bajo tales premisas, ajustado a derecho el razonamiento del iudicante inferior, en cuanto consideró que la conducta reprochada ameritaba responsabilizar al Estado por su comportamiento antijurídico.
Es que en nada conmueve a este votante el improponible argumento enarbolado por la accionada en su exposición de agravios, en la medida que pretende eludir su descuido alegando que las intimaciones de pago cursadas al actor consignaban la leyenda: “si usted ha abonado esta deuda, disculpe las molestias y no considere este mensaje”. Tal modo de poner en práctica la política de recaudación de impuestos no importa sino atentar contra la claridad de las reglas de juego que es menester exigir en el terreno fiscal, a fin de dotar de seguridad y transparencia a las relaciones jurídicas que se desenvuelven en su seno (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 325:2875; arg. doct. esta Cámara causa C-1876-DO1 “La Salteña S.A.”, sent. del 24-II-2011). En fin, pretender valerse en juicio de aquella ambivalente leyenda para eludir su responsabilidad constituye, antes bien, un obrar de la autoridad reñido con el deber de lealtad y buena fe procesal, insusceptible de ser aceptado por este órgano jurisdiccional (arg. doct. S.C.B.A. causa L. 77.021 “Perri”, sent. del 16-VI-2004).
3. La apelante plantea como segunda cuestión que, en los autos, no se encuentra acreditado que el accionante haya experimentado una aflicción sentimental como consecuencia del comportamiento estatal.
Empero, anticipo que tal cuestionamiento no supera el umbral de suficiencia exigido por el art. 56 inciso 3° del C.P.C.A. (arg. doct. esta Alzada causa C-1523-MP2 “Barrera”, sent. del 20-IV-2010), desde que nada dice en torno a la valoración de la prueba efectuada por el sentenciante, a tenor de la cual concluyó –inspirado en las reglas de la sana crítica (arg. art. 384 del C.P.C.C.)- que la irregularidad administrativa había efectivamente causado al contribuyente afecciones y sinsabores en sus sentimientos, en un grado que ningún ciudadano de bien estaba obligado a tolerar.
La accionada se limita a esgrimir argumentos aislados, sin hacerse cargo de la reconstrucción de los hechos efectuada en el fallo a partir de las declaraciones testimoniales de los Señores Gustavo Demateys (fs. 222/223) y Juan Carlos Castillo (fs. 224/225). Por tanto, inatacados han quedado los sucesos extraídos de aquellas deposiciones, en mérito a los cuales se cimentó la condena por daño moral. Ello da cuenta del despliegue de una defectuosa e incompleta técnica recursiva, que mal podría tenerse por respetuosa de las exigencias impuestas por el ritual (conf. art. 56 inc. 3° del C.P.C.A.).
Mal no viene recordar que la expresión de agravios debe contener una crítica precisa y puntual de las partes del fallo que se consideran equivocadas, lo cual implica que la eficacia de esta vía se encuentra supeditada a la realización por parte del recurrente de un examen razonado y minucioso del fallo atacado, demostrando los motivos que se tienen para considerar que el pronunciamiento recaído es erróneo, refutando pormenorizadamente los fundamentos de hecho y de derecho en los cuales aquél se asienta y poniendo de relieve concreta y detalladamente las circunstancias o elementos no tenidos en cuenta o mal interpretados por el sentenciante, de los cuales se desprenda una conclusión opuesta a la recaída en el decisorio impugnado (cfr. doct. S.C.B.A. causa 76.615 “Moliner”, sent. del 11-VII-2001; doct. esta Cámara causa C-1809-MP2 “Santana”, sent. del 13-X-2010).

4. Descartado por insuficiente el cuestionamiento anterior, desestimaré también el reproche subsidiario blandido por el ponente, en tanto sostiene –aunque sin brindar mayores precisiones- que el quantum indemnizatorio estimado por el juez de grado en concepto de daño moral ($ 6.000,00) resulta irrazonable.

En tal misión, cuadra precisar que el daño moral, como rubro indemnizatorio, tiende a resarcir el detrimento o lesión en los sentimientos y en las íntimas afecciones de una persona. Tiene lugar cuando se infiere un gravamen apreciable a ellas o, en general, cuando se agravia un bien extrapatrimonial o derecho de la persona digno de tutela jurídica. Se justifica porque la tranquilidad personal es dañada en una magnitud que claramente sobrepasa las molestias o preocupaciones tolerables (cfr. doct. esta Cámara causas G-792-MP2 “Urraco”, sent. de 17-II-2009; G-660-DO1 “Barracosa”, sent. del 10-III-2009).

Así, es criterio recibido que la suma que en concepto de daño moral se determine, no se encuentra sujeta a cánones objetivos, sino a la prudente ponderación de las repercusiones negativas del suceso, quedando de tal modo supeditado su monto a la adecuada discrecionalidad del sentenciante (arg. doct. S.C.B.A. causas B. 56.478 “García”, sent. del 27-IV-2004; B. 56.525 “M., A”, sent. del 13-II-2008; B. 51.922 “P., A.”, sent. del 7-V-2008; B. 51.148 “C., H. L.”, sent. del 18-VI-2008; cfr. doct. esta Cámara causa G-1049-DO1 “Buzid”, sent. del 16-IV-2009).

Por ello, y siendo que la determinación de la cuantía practicada por el a quo aparece –a mi modo de ver- como el resultado de una prudente apreciación de la totalidad de las circunstancias del caso en los términos de los arts. 163 y 165 del C.P.C.C.; 49, 50, 77 y ccds. del C.P.C.A., atendiendo a la gravedad y la índole de los padecimientos causados por el comportamiento estatal, así como la prolongación temporal de sus efectos y repercusión en los diversos ámbitos donde ellos se proyectaran, corresponde desechar el agravio del recurrente blandido sobre el punto.

V. Si lo expuesto es compartido, he de proponer al Acuerdo rechazar el recurso de apelación deducido por la accionada a fs. 263/268 y distribuir las costas en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).
Con el alcance indicado, voto por la negativa.

El señor Juez doctor Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli y con el mismo alcance, vota a la cuestión planteada por la negativa.
La señora Juez doctora Sardo no suscribe la presente por encontrarse en goce de licencia.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de Mar del Plata, dicta la siguiente:
SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación deducido por la accionada a fs. 263/268, confirmando la sentencia recurrida en cuanto fue materia de agravio.

2. Distribuir las costas de la segunda instancia en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

3. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos de Alzada para su oportunidad (art. 31 del Dec. Ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
